

FORMULA OBSERVACIONES AL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 16 DE LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL, EN RELACIÓN CON LA OPORTUNIDAD EN QUE HAN DE PONERSE EN CONOCIMIENTO DE LA CORTE SUPREMA LAS INICIATIVAS QUE INCIDAN EN LA ORGANIZACIÓN Y ATRIBUCIONES DE LOS TRIBUNALES (BOLETÍN Nº 547-07).

_____________________________

SANTIAGO, enero 29 de 2001

Nº 283-343/
Honorable Cámara de Diputados:

A S.E. EL 

PRESIDENTE

DE LA  H. 

CÁMARA DE

DIPUTADOS.
Por oficio Nº 3.184, de 3 de enero de 2001, V.E. me comunicó que el H. Congreso Nacional tuvo a bien aprobar el proyecto de ley que modifica el artículo 16 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, en relación con la oportunidad en que han de ponerse en conocimiento de la Corte Suprema las iniciativas que incidan en la organización y atribuciones de los tribunales. 

I.
ANTECEDENTES

Como es de vuestro conocimiento, la reforma tuvo su origen en una moción presentada en 1993 por los HH. ex Diputados señores Eduardo Cerda y José Antonio Viera-Gallo y del H. Diputado señor Juan Antonio Coloma.

Según sus autores el artículo 16 de la ley Nº 18.918 prescribe que la consulta a la Corte Suprema respecto de iniciativas legales que incidan en materias relativas a la organización  y atribuciones de los tribunales, debe hacerse al momento de darse cuenta del proyecto en la respectiva Cámara. Expresaron que, según se ha constatado en la práctica, lo anterior produce diversos inconvenientes en la tramitación de tales iniciativas.

II.
EL MARCO JURÍDICO VIGENTE.

El inciso segundo del artículo 74 de la Constitución establece que la ley orgánica constitucional relativa a la organización y atribucio​nes de los tribunales, sólo puede ser modificada oyendo previamente a la Corte Suprema.

Dicha norma se encuentra reglamentada en el artículo 16 de la LOC del Congreso Nacional. 

III.
LA INTERPRETACION DE LA CONSULTA A LA CORTE

1.
Historia fidedigna.

El inciso segundo del artículo 74 de la Constitución, fue introducido por la Comisión Ortúzar. Se argumentó que ello era necesario por el carácter especial que se quería dar a la independencia del poder judicial y al respeto que se le debía tener.  También, que se trataba de una formalidad especial, que en ningún caso signi​ficaba vincular la decisión final que pudiera tomar el Congreso sobre el proyecto de ley consultado.  El Congreso, se señaló, no está obligado a seguir la opinión de la Corte Suprema; lo contra​rio equivaldría a una especie de veto a la proposición de ley y equivaldría a convertir a la Corte Suprema en un órgano legisla​tivo (sesiones 301ª, de 28 de junio de 1977, y 303ª, de 14 de diciembre de 1977).

2.
El fundamento.

La idea que subyace tras la consulta que se debe hacer a la Corte Suprema, puede sintetizarse en dos aspectos.

a.
La Corte Suprema es la cabeza de un poder del Estado que no tiene iniciativa colegisladora. 

b.
El mecanismo busca aprovechar la experiencia práctica que tiene la Corte Suprema en los aspectos de una ley que digan relación con organización y atribuciones de los tribunales.  Es decir, la consulta se realiza a un órgano técnico alta​mente calificado, cuyas opiniones o sugerencias pueden ser intere​santes de tener en cuenta al momento de aprobar en uno o en otro sentido un determinado proyecto de ley. 

3.
Naturaleza jurídica.

El inciso segundo del artículo 74 de la Constitución obliga a oír a la Corte Suprema.  Ello plantea la naturaleza jurídica de este mecanismo establecido por la Constitución.

a.
Informe no vinculante.

La Corte Suprema actúa aquí como un órgano asesor altamente calificado.  No tiene, en consecuencia potestades decisoras o vinculantes.

De acuerdo a lo anterior, oír a la Corte Suprema significa que ésta debe emitir un informe que contenga una apreciación sobre los criterios de legalidad, oportunidad, mérito o conveniencia que contenga el proyecto de ley que se le consulta.  Se trata, pues, de un informe simplemente obligatorio, pues debe ser solici​tado por el Parlamento o por el Ejecutivo, pero no vincula a la decisión final.

b.
No es un control de constitucionalidad.

Los mecanismos de control de constitucionalidad de las leyes  tienen por objeto garantizar la sumisión del poder político a la Constitución.  Es por ello que las resoluciones emanadas de los órganos encargados de dicho control deben ser vinculantes.  

La Constitución reglamenta expresa y detalladamente la jurisdic​ción constitucional. En dicha regulación, la Corte Suprema no ejerce control preventivo alguno de constitucionalidad. 

4.
Requisitos para que opere.

No todos los proyectos deben ser consultados a la Corte Suprema sino que sólo aquellos que reúnan los elementos que el ordenamiento jurídico exige.  Estos elemen​tos son:

a.
Que se trate de materias propias de la ley orgánica relativa a la organización y atribuciones de los tribunales.  

b.
La Corte debe evacuar un informe.  Este informe reúne las siguientes características:


i.
Debe emitirlo la Corte Suprema. Esto significa que el órgano consultado no es el Poder Judicial ni las Cortes de Apelaciones. 


ii.
La Corte Suprema, debidamente consultada, está obliga​da a emitir su informe dentro de plazo (30 días lo normal; con urgencia  dentro de ella). 


iii.
Si no emite el informe dentro de plazo, se entiende por evacuado el trámite.


iv.
No suspende el curso de la tramitación del proyecto de ley.  Es decir, solicitada la consulta a la Corte, el pro​yec​to no se detiene en su tramitación.  

V.
MODIFICACIONES DEL PROYECTO DURANTE SU TRAMITACION

El proyecto sufrió importantes cambios durante su tramitación respecto de su texto original, que corresponde señalar.

1.
El proyecto aprobado por la H. Cámara de Diputados.

Estableció que la consulta a la Corte Suprema puede hacerse en cualquier momento antes de la votación en Sala del proyecto.

2.
El proyecto aprobado por el H. Senado.

La Comisión de Constitución expresó su coincidencia con el propósito perseguido por la iniciativa en análisis, por estimar conveniente otorgar una mayor flexibilidad en cuanto a la oportunidad en que debe consultarse a la Corte Suprema en estos casos.

Sin perjuicio de lo anterior, consideró que, además, sería interesante explorar la posibilidad de complementar la norma del referido artículo 16, en el sentido de regular qué sucede si el Máximo Tribunal no emite pronunciamiento o lo posterga indefinidamente.

A raíz de lo anterior, en abril de 1995, dirigió oficio a la Corte Suprema solicitándole su opinión en relación con la idea de introducir, al mencionado precepto.  La Corte Suprema informó negativamente, porque la voluntad del constituyente fue que "la ley orgánica constitucional relativa a la organización y atribuciones de los Tribunales sólo podrá ser modificada oyendo previamente a la Corte Suprema", de lo cual se infiere que constitucionalmente, no es posible prescindir, en caso alguno, del informe, y, si lo hiciere, el Tribunal Constitucional podría rechazarlo.

En atención a la opinión contraria manifestada por la Corte Suprema a las modificaciones planteadas al artículo 16 de la ley Nº 18.918 y, en especial, a las observaciones de constitucionalidad formuladas, la Comisión propuso el rechazo en general del proyecto de ley.

El Senado, en sesión del día 7 de junio de 1995, aprobó la proposición de la Comisión, quedando, en consecuencia, rechazado el proyecto.

3.
Aprobación de la ley Nº 19.597.

En el intertanto, el Congreso Nacional aprobó la ley de reforma constitucional Nº 19.597, mediante la cual se modificó el artículo 74 de la Carta Fundamental, recogiéndose los criterios precedentemente expuestos en materia de plazos para que la Corte evacue su dictamen y en cuanto a las urgencias que pudieren hacerse presente respecto del proyecto consultado.

El proyecto fue objeto de veto por parte del Ejecutivo, permitiendo que la comunicación que la Corte realice al Parlamento, debe evacuarse dentro del plazo de la urgencia respectiva. Además, la omisión del informe, cualquiera sea el plazo de la urgencia, se tendrá por evacuado una vez vencido.

4.
Comisión mixta.

La Comisión, en su informe de 29 de noviembre de 2000, resaltó que el artículo 16, en su actual redacción, produce serios inconvenientes en la tramitación de iniciativas que contienen preceptos sobre organización y atribuciones de los tribunales, pues en muchos casos no es simple determinar su existencia, más aún si se considera que, en la mayoría de las situaciones, los proyectos son presentados poco antes del cierre de la cuenta. Explicaron que lo anterior impide, en ese trámite de análisis previo por los organismos internos de cada Cámara, efectuar un estudio acucioso de los mismos.

Por tales razones, consideraron conveniente flexibilizar el momento en que debe pedirse el dictamen de la Corte Suprema en relación a las iniciativas en que ello es procedente.

Al efecto, la comisión propuso mantener, como criterio general, la regla actual que manda hacerlo al darse cuenta del ingreso del proyecto a tramitación, agregando que la consulta también podrá formularse al Máximo Tribunal en cualquier momento, hasta antes de su votación en la Sala.

VI.
LAS RAZONES Y EL CONTENIDO DE LAS OBSERVACIONES.

1.
Adecuar al texto constitucional la LOC.

Es necesario adecuar el texto de la LOC al texto de la reforma constitucional. En efecto, entre el texto de la Carta Fundamental y el de la LOC existente diferencias en lo relativo a los tiempos que es necesario consultar.  Ello obliga a armonizar debidamente las normas, y así evitar conflictos interpretativos, adecuando el texto de la ley al de la Carta Fundamental.

Si bien el proyecto aprobado pretende resolver los problemas de oportunidad de la consulta, deja sin abordar los otros temas mencionados, no obstante que la iniciativa buscaba precisamente resolver la cuestión de plazos de la consulta.
2.
Contenido de las observaciones.

De conformidad al texto de las observaciones que se acompañan, las regulaciones del artículo 16, tendrán los siguientes requisitos para que opere:

a.
Que se trate de materias propias de la Ley Orgánica relativa a la organización y a las atribuciones del Poder Judicial.

b.
El proyecto puede remitirse:


i.
Antes de que el mensaje o moción ingrese al Parlamento, en cuyo caso no hay plazos para evacuar el informe.


ii.
Durante la tramitación legislativa debe remitirse a la Corte, al darse cuenta de él o en cualquier momento antes de su votación.

c.
El informe de la Corte Suprema durante la tramitación legislativa se somete a las siguientes reglas:


i.
Debe emitirse dentro de los 30 días siguientes desde la recepción del oficio en que se solicita su opinión.


ii.
Sin embargo, si se ha hecho presente urgencia al proyecto, la Corte debe emitir su informe dentro del plazo que implique la urgencia.

d.
Se ha considerado necesario precisar que cuando exista urgencia se comunique inmediatamente esta circunstancia a la Corte, de modo que la magistratura tenga el plazo propio de la urgencia para expedir su respuesta.

e.
Por último, si la Corte no emite opinión dentro de plazo, se entenderá evacuado el trámite. 

VII.
LAS LOC SON EXCEPCIONALES. POR LO TANTO LA CONSULTA A LA CORTE SUPREMA TAMBIÉN LO ES.

Considero necesario manifestar la posición del Ejecutivo sobre la excepcionalidad de la leyes Orgánicas Constitucional, y en consecuencia, la excepcionalidad de la consulta a la Corte Suprema. Ello pues es necesario definir criterios uniformes en la calificación de lo orgánica que nos permita tener un criterio uniforme en la materia.

1.
Porqué.

Las leyes orgánicas se definen única y exclusivamente de acuerdo a las materias que expresamente la Constitución reserva a éstas. En consonancia con lo anterior y para un mejor entendimiento de la naturaleza jurídica de las leyes orgánicas constitucionales en nuestro ordenamiento jurídico, no basta con tener presente el principio de jerarquía de las normas, sino que además es insustituible analizar este tipo de ley a la luz del principio de competencia. Dicho principio opera a partir del acotamiento y consiguiente separación de ámbitos de facultades diferentes, cuyo tratamiento se reserva a órganos y procedimientos determinados.

Las LOC están expresamente previstas y calificadas como tales en la Constitución. Son, por tanto, una excepción. La regla general son las leyes ordinarias. 

En efecto, la jurisprudencia del Tribunal Constitucional ha delineado la excepcionalidad de la ley orgánica en varios fallos. Como lo acaba de indicar, dicha jurisprudencia "constantemente, dentro de lo permitido por la Constitución se ha esforzado por delimitar en forma muy estricta el contenido de las LOC" (STC Rol 309, 04.08.2000).

2.
No todas las normas que afectan a los Tribunales están necesariamente comprendidas en el ámbito de la LOC del Artículo 74.

De acuerdo al artículo 74 de la Constitución, una ley orgánica determinará la organización y atribuciones de los tribunales que fueren necesarios para la pronta y cumplida administración de justicia en todo el territorio de la República.

En relación a esta LOC, cabe puntualizar lo siguiente:

a.
No todo lo relativo a la organización y atribuciones de los tribunales es propio de LOC.

Ahora bien , determinado que es que se está en presencia de una norma que afecta a los tribunales de justicia, esa sola circunstancia no determina necesariamente que se está en presencia de una LOC, toda vez que no todo lo relativo a la organización y atribuciones del Poder Judicial, corresponde que sea regulado por LOC. 

Efectivamente, el Tribunal Constitucional (STC rol 171 de 22.07.1993) ha señalado que hay materias relativas a tribunales que la Constitución entrega a la ley común. No todo lo relacionado con el contenido genérico de la LOC sobre "organización y atribuciones de los tribunales" queda bajo el dominio de ella. En efecto, el artículo 60, en sus Nos. 3 y 17, entrega a la ley común las materias que sean objeto de codificación civil, comercial, procesal, penal u otra y el establecimiento de la ciudad en la que debe funcionar la Corte Suprema. Es decir, dichos numerandos entregan a la ley común las materias de menor trascendencia que inciden o se relacionan en forma directa con "la organización y atribuciones de los tribunales".

b.
Interpretación restrictiva del artículo 74 por parte del Tribunal Constitucional.

i.
Fallo de los Juzgados de Policía Local, (STC rol 171 de 22.07.1993).

La Jurisdicción Constitucional especializada sostuvo en esta resolución que:

-
Las LOC deben regular sólo la estructura básica de una institución.

La LOC a que se refiere el artículo 74 debe comprender aquellas disposiciones que regulan la estructura básica del poder judicial en cuanto son necesarias "para la pronta y cumplida administración de justicia".

-
Las LOC implican rigidizar su contenido normativo.

Ampliar el contenido específico de la LOC que establece el artículo 74, implica rigidizar la legislación, pues podría considerarse como una materia propia de ésta todo aquello que directa o indirectamente dijera relación, aún remota, con la organización y atribuciones de los tribunales. Ello traería aparejada la aplicación de los principales requisitos y características de este tipo de leyes, como los quórum especiales para su aprobación, modificación o derogación, la imposibilidad de delegación de facultades y el control preventivo y obligatorio de constitucionalidad antes de su promulgación.

ii.
Sentencia del Tribunal Constitucional (Rol 271, 31.03.1998).

En esta Resolución, el Tribunal Constitucional señaló respecto de la LOC del artículo 74 de la Constitución, lo siguiente:

-
Tiene dos aspectos. 


El constituyente en el artículo 74 de la Carta Fundamental señaló dos órdenes de materias que debe contener la ley orgánica constitucional a la cual se refiere. Una, la establece en forma genérica, al ordenar que determinará "la organización y atribuciones de los tribunales que fueren necesarios para la pronta y cumplida administración de justicia en todo el territorio de la República", y la otra, en forma específica, al disponer que deberá indicar "las calidades que respectivamente deban tener los jueces y el número de años que deban haber ejercido la profesión de abogado las personas que fueren nombradas ministros de Corte o jueces letrados" (C.13º).

-
Alcance de la expresión "atribuciones" que emplea el artículo 74 de la Constitución. 


De acuerdo con su sentido natural y obvio y con el contexto de la norma en que se inserta, está usada como sinónimo de "competencia", esto es, como la facultad que tiene cada juez o tribunal para conocer de las materias que la ley ha colocado dentro de la esfera de sus funciones. En otras palabras, dentro del término "atribuciones" el intérprete debe entender comprendidos sólo las reglas que digan relación con la competencia, sea ésta absoluta o relativa, o si se quiere, en término más amplios y genéricos, con la "jurisdicción" (C.14º).

-
La norma sobre "decisoria litis" no es LOC. 


Una vez que la ley ha determinado la competencia del tribunal, existen dentro de nuestro ordenamiento positivo, procesal, civil, penal, comercial, etc., un conjunto de disposiciones que también otorgan facultades a los tribunales; pero no ya en relación con su esfera de acción que ya fue determinada por la norma relativa a la competencia, sino con la forma o manera en que el tribunal respectivo debe resolver la contienda que la ley ha entregado a su conocimiento. 


Entre estas normas se encuentran, desde ya, las relativas al procedimiento a que debe sujetarse el juez en el ejercicio de sus funciones, las cuales tanto este Tribunal como el Poder Legislativo invariablemente han calificado como normas propias de ley común, ajenas al ámbito de acción del artículo 74 de la Carta Fundamental (C.15º).


Es necesario distinguir entre una regla de competencia, que es la que regula la relación procesal fijando el campo dentro del cual el tribunal puede actuar para llegar a la decisión, y aquella otra norma que gobierna la relación jurídica sustancial que constituye el tema de la decisión. Esta última norma, en términos generales, llamada "decisoria litis", es la que señala las directrices, pautas o facultades conforme a las cuales el juez debe resolver la causa sometida a su decisión una vez fijada su competencia. En el orden penal, por ejemplo, pertenecen a esta categoría todas aquellas que autorizan al juez para disminuir o aumentar la pena, según sean las circunstancias atenuantes o agravantes de responsabilidad penal (artículo 62, Código Penal); en el orden civil, por su parte, puede señalarse entre otras muchas, la que faculta la juez para reducir el monto de la indemnización de perjuicios en la responsabilidad contractual en el caso que la víctima se hubiere expuesto imprudentemente al daño (artículo 2330, Código Civil). Esta clase de preceptos, ajenos a la competencia, al igual que los que versan sobre el procedimiento, no son propios de la ley orgánica constitucional a que se refiere el artículo 74 de la Constitución (C.16º).


La norma "decisoria litis" es de carácter sustantiva; cobra relevancia jurídica una vez que otra norma anterior, que sí es propia de la ley orgánica constitucional, ha determinado la competencia del tribunal respectivo (C.17º).

En atención a las razones aquí formuladas y en uso de su facultad que me confiere el inciso primero del artículo 70 de la Constitución Política de la República y de conformidad con lo dispuesto en el Título III de la Ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, remito observaciones al texto al aprobado, del siguiente tenor:

ARTÍCULO UNICO

-
Para sustituir el artículo único, que el proyecto de ley propone, por el siguiente:

"Artículo único.-
Reemplázase el artículo 16 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, en el siguiente sentido:


"Artículo 16. Los proyectos que contengan preceptos relati​vos  a la organización y atribuciones de los tribunales, serán puestos en conoci​miento de la Corte Suprema para los efectos indicados en el artículo 74 de la Constitu​ción Política.


El proyecto deberá remitirse a la Corte al darse cuenta de él o en cualquier momento antes de su votación en sala, si el mensaje o moción se hubiere presentado sin la opinión de esa Corte.

La Corte Suprema deberá pronunciarse dentro del plazo de treinta días contados desde la recepción del oficio en que se solicita la opinión pertinente. 


Sin embargo, si el Presidente de la República hubiere hecho presente una urgencia al proyecto consultado, se comunicará inmediatamente esta circunstancia a la Corte.


En dicho caso, la Corte deberá evacuar la consulta dentro del plazo que implique la urgencia respectiva.


Si la Corte Suprema no emitiere opinión dentro de los plazos aludidos, se tendrá por evacuado el trámite.".".

Dios guarde a V.E.,



RICARDO LAGOS ESCOBAR



Presidente de la República


JOSE ANTONIO GÓMEZ URRUTIA


Ministro de Justicia



ALVARO GARCÍA HURTADO



Ministro 



Secretario General de la Presidencia 

